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PARTE DISPOSITIVA

Primera. Se acuerda la separación provisional de los 
cónyuges don Adolfo Manuel García Martín y doña Ana Barba 
Díaz, cesando la presunción de convivencia conyugal.

Segunda. La revocación de los consentimientos y poderes 
que cualquiera de los cónyuges se hubieren otorgado, cesando 
la posibilidad de vincular bienes privativos del otro cónyuge en 
el ejercicio de la potestad doméstica.

Tercera. Se asigna la guarda y custodia de los hijos comu-
nes menores de edad –Rocío y Alonso Manuel– a la madre, 
siendo el ejercicio de la patria potestad compartido por ambos 
progenitores.

Cuarta. No se fija un régimen de visitas rígido y concreto, 
en atención a la edad de los hijos, 14 y 16 años respectiva-
mente, y ante la falta de interés del progenitor, quien lleva cua-
tro años sin relacionarse con ellos.

Cuarta. No existiendo domicilio familiar, no procede la 
asignación de su uso y disfrute.

Quinta. Como contribución a los alimentos de los meno-
res, el Sr. García Martín abonará el 30% de los ingresos netos 
que por razón de su trabajo, incapacidad, prestación por des-
empleo o concepto análogo perciba o puede llegar a percibir, 
al desconocerse los ciertos y reales ingresos económicos que 
tiene con un mínimo de 200 euros mensuales, para garantizar 
el cumplimiento de la obligación alimenticia que le compete. 
Dicha suma deberá hacerla efectiva dentro de los cinco prime-
ros días de cada mes, mediante su ingreso en la cuenta de la 
entidad bancaria que al efecto se designe. Los gastos extraor-
dinarios médico-farmacéuticos no cubiertos por la Seguridad 
Social o seguro privado, y los de educación, también extraordi-
narios, serán abonados por mitad entre los progenitores, pre-
via acreditación de su necesidad o justificación de su abono.

Sexta. Por lo que se refiere a la cantidad solicitada en con-
cepto de litis expensas, para sufragar los gastos judiciales que 
todo proceso conlleva, en autos no ha quedado acreditado que 
los ingresos del marido le imposibiliten por falta de medios eco-
nómicos propios obtener el beneficio de justicia gratuita, por lo 
que no procede, señalar en tal concepto, cantidad alguna.

Llévese testimonio de esta resolución a los autos principales.
Esta resolución es firme y contra la misma no cabe re-

curso alguno.
Lo acuerdo y firmo. La Magistrado-Juez.

Y como consecuencia del ignorado paradero de don 
Adolfo Manuel García Martín, se extiende la presente para que 
sirva de cédula de notificación.

Sevilla, a veinte de noviembre de dos mil siete.- El/La
Secretario. 

 JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA
E INSTRUCCIÓN

EDICTO de 4 de diciembre de 2007, del Juzgado 
de Primera Instancia e Instrucción núm. Dos de San 
Roque, dimanante del Procedimiento Verbal núm. 
160/2004.

NIG: 1103341C20042000147.
Procedimiento: J. Verbal (N) 160/2004. Negociado: CM.
Sobre: Reclamación por daños y perjuicios.
De: Segurcaixa, S.A., de Seguros y Reaseguros.

Procurador: Sr. José Adolfo Aldana Ríos.
Contra: Isabel Rives Moreno y Zurich Compañía de Seguros y 
Reaseguros.
Procuradora: María José Ramos Zarallo.

E D I C T O

N O T I F I C A C I Ó N

En el procedimiento J. Verbal (N) Civil 160/2004 seguido 
en el Juzgado de Primera Instancia núm. Dos de San Roque a 
instancia de Segurcaixa, S.A., de Seguros y Reaseguros contra 
Isabel Rives Moreno y Zurich Compañía de Seguros y Rease-
guros sobre reclamación por daños y perjuicios, se ha dictado 
la sentencia que, copiada en su encabezamiento y fallo, es 
como sigue:

Expediente: Juicio Verbal núm. 160/04.

S E N T E N C I A

En San Roque, a 21 de enero de dos mil seis.

Doña Beatriz Fernández Gómez-Escolar, Juez del Juzgado 
de Primera Instancia e Instrucción núm. Dos de San Roque, 
habiendo visto los presentes autos de Juicio Declarativo Verbal 
núm. 160/04, sobre reclamación de cantidad, promovidos a 
instancia de la entidad Segurcaixa, S.A., de Seguros y Rease-
guros, representada por el Procurador don José Adolfo Aldana 
Ríos contra doña Isabel Rives Moreno y frente a la Compañía 
de Seguros Zurich, ha dictado la presente resolución en base 
a los siguientes:

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. Que la meritada representación de la parte ac-
tora interpuso demanda arreglada a las prescripciones lega-
les, en la cual, citando los preceptos legales que estimó de 
aplicación, alegaba que el pasado día 5 de agosto de 2003 
tuvo lugar un siniestro en la vivienda sita en Sotogrande, en la 
Urbanización Playa, bloque 5, portal 4, apartamento 1-3, pro-
piedad de don Antonio Jesús Barranco Fuentes. El siniestro se 
produce como consecuencia de la rotura de la tubería de ali-
mentación vista del inodoro del cuarto de baño de la vivienda 
colindante superior cuando esta se hallaba sin habitar, la cual 
es propiedad de doña Isabel Rives Moreno. Como consecuen-
cia de lo relatado se produjeron una serie de desperfectos en 
la vivienda anteriormente señalada, siendo abonados los mis-
mos por la entidad actora al perjudicado. Es por ello que se 
solicita el dictado de una sentencia por la que se condene a 
los demandados a abonar solidariamente a la actora la canti-
dad de 1.520 euros, más los intereses legales y costas.

Segundo. Que admitida la demanda a trámite se convocó 
a las partes a la celebración del juicio, compareciendo ambas 
partes. El actor se afirma y ratifica en su escrito de demanda 
y recibido el pleito a prueba se propuso interrogatorio de la de-
mandada, documental aportada y testificales. Por su parte la 
demandada contesta a la demanda alegando falta de legitima-
ción activa y propone como prueba la documental aportada y 
pericial, practicándose la prueba admitida, quedando los autos 
conclusos para Sentencia.

Tercero. Que en la sustanciación del presente juicio se 
han observado las prescripciones legales y demás de perti-
nente aplicación al supuesto de autos.
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FUNDAMENTOS JURÍDICOS

Primero. Por la parte actora se alega que el pasado día 5 
de agosto de 2003 tuvo lugar un siniestro en la vivienda sita 
en Sotogrande, en la Urbanización Playa, bloque 5, portal 4, 
apartamento 1-3, propiedad de don Antonio Jesús Barranco 
Fuentes. El siniestro se produce como consecuencia de la ro-
tura de la tubería de alimentación vista del inodoro del cuarto 
de baño de la colindante superior cuando esta se hallaba sin 
habitar, la cual es propiedad de doña Isabel Rives Moreno.  
Como consecuencia de lo relatado se produjeron una serie de 
desperfectos en la vivienda anteriormente señalada, siendo 
abonados los mismos por la entidad actora al perjudicado. Es 
por ello que se solicita el dictado de una sentencia por la que 
se condene a los demandados a abonar solidariamente a la 
actora la cantidad de 1.520 euros, más los intereses legales 
y costas.

La demandada se opone a la demanda presentada de 
contrario, planteando la excepción de falta de legitimación ac-
tiva ad causam, y en cuanto al fondo del asunto considera 
que no constan acreditados que los daños han sido reparados 
por el demandante, no estando de acuerdo en las cantidades 
incluidas por el perito en el informe aportado por la deman-
dante, es por ello que solicita el dictado de una sentencia por 
la que se desestime la demanda y, subsidiariamente para el 
caso de condena que la misma quede limitada a la cantidad 
de 144,45 euros.

Segundo. En cuanto a la falta de legitimación activa plan-
teada por el demandado, como se establece en las sentencias 
de 9 de junio de 1989, 18 de febrero de 1991, 31 de octubre 
de 1991, 8 de julio y 19 de diciembre de 1992, 7 de junio
y 16 de noviembre de 1993, 14 de julio, 16 de septiembre, 
9 y 19 de noviembre de 1994, 31 de enero, 21 y 28 de junio 
y 29 de diciembre de 1995, 26 de enero de 1996 y 30 de 
enero y 24 de marzo de 1997, la falta de legitimación de las 
partes puede ser contemplada desde dos puntos de vista di-
ferentes, frecuentemente confundidos en la práctica, que dan 
lugar a los conceptos doctrinales de legitimación «ad causam» 
y de legitimación «ad processum». La primera, que no debe 
entenderse regulada en el artículo 533, aparece en función 
de la pretensión formulada y encuentra su fundamento en la 
falta de acción, proyectándose así en el fondo del asunto, al 
aludir a la falta de título, razón o derecho de pedir; la segunda, 
contemplada en el citado artículo 533, se refiere a la capaci-
dad que es necesario poseer para ser sujeto de una relación 
procesal y poderla realizar con validez, impidiendo su falta el 
entrar a conocer del fondo del asunto. Como dijo el Tribunal 
Supremo en su Sentencia de 5 de mayo de 1976, las excepcio-
nes de falta de acción y de personalidad, «tienen como carac-
terística diferencial la de que mientras con la alegación de la 
primera de ellas se niega el derecho que, mediante la acción 
que de él nace, se ejercita en el proceso, planteándose así una 
cuestión que pertenece al fondo de éste, la segunda tiende 
sólo a impedir que las acciones que al mismo corresponden 
sean discutidas y en todo caso resueltas sin la previa justifi-
cación de que el litigante se halla asistido de la capacidad de 
obrar procesal o representativa necesaria para actuar como 
sujeto de la relación jurídico procesal con el carácter con el 
que lo haga». Más contundente es la Sentencia de ese mismo 
Tribunal de 28 de enero de 1980 cuando insiste en que «Ia 
falta de personalidad al consistir en carecer de las cualidades 
para comparecer en juicio, o en no acreditar el carácter o re-
presentación con que se reclama no puede confundirse con la 
falta de título o derecho de pedir, aunque proceda de relación 
con un tercero, al no afectar esto en nada a la personalidad 
del litigante, por ser materia de fondo, debido a que la falta de 
personalidad no se refiere al mejor o peor derecho con el que 
se litiga, o lo que es lo mismo a la existencia o carencia de la 
acción pertinente a la pretensión que motiva el pleito, sino a la 

absoluta o relativa incapacidad personal que tenga la parte ac-
tora para comparecer en juicio o para hacer las peticiones que 
sean objeto de él». Con similar sentido, la Sentencia de 3 de 
junio de 1988, también de dicho Alto Tribunal, resalta que «si 
ciertamente dentro de la distinción establecida por la doctrina 
clásica entre legitimación “ad processum” y legitimación “ad 
causam”, con la  primera se quiere hacer referencia a aquellas 
cualidades que condicionan la válida comparecencia de las 
partes en el proceso, en tanto con la segunda se está conside-
rando la atribución del derecho a un determinado titular (refe-
rencia al sujeto del derecho deducido en el juicio), es de seña-
lar que lo a tener en cuenta en la legitimación no es la relación 
jurídica en cuanto existente, sino en cuanto deducida en juicio, 
lo que significa que basta la mera afirmación de una relación 
jurídica como propia del actor o del demandado para fundar 
necesaria y suficientemente la legitimación para obrar, de tal 
manera que la parte, por el mero hecho de serlo, es siempre 
la justa parte en el proceso, dado que ésta sólo existe como 
tal en el proceso ejercitando su actividad jurídica por medio 
de la acción, con lo que el significado de la legitimación se cir-
cunscribe a determinar quiénes son las partes de un proceso 
concreto...» Criterio que ha sido reiterado por el Alto Tribunal 
en la sentencia de 10 de diciembre de 1990, cuando insiste en 
que el concepto de legitimación «ad causam», «según la doc-
trina y la jurisprudencia de esta Sala, implica la atribución sub-
jetiva del derecho y la obligación deducidos en juicio, sin que 
se trate de una condición de admisibilidad del proceso, sino 
de la existencia misma de la acción» de modo que «no es, por 
tanto, la legitimación “ad causam” una cuestión de personali-
dad, sino que afecta al fondo de la cuestión para traducirse en 
la falta de acción o de poder de disposición sobre un derecho 
que es ajeno». Para analizar la excepción planteada es nece-
sario entrar a conocer el fondo del asunto, como se pone de 
manifiesto en el fundamento jurídico siguiente.

Tercero. Entrando en el fondo de la cuestión planteada, la 
Sentencia de la A.P. de Cádiz, con cita de las SSTS de 12 de 
abril de 1984, 24 de febrero de 1988, 20 de abril de 1993 ó 12 
de mayo de 1996, señala que el problema de las filtraciones 
procedentes de pisos superiores ha sido ampliamente tratado 
por nuestra Jurisprudencia, la cual se viene inclinando para 
su resolución, no por la aplicación de la norma general del 
art. 1902 CC -reservado a aquellos supuestos en los que se 
detecta efectivamente alguna negligencia en la causación del 
daño por el demandado-, sino por la subsunción del hecho en 
el supuesto concreto de caída de fluidos del art. 1910 Código 
Civil, y que por «cosas que se arrojen o cayeren de la misma», 
hay que entender tantos los sólidos, como los líquidos que, de 
una forma u otra, caigan a través del inmueble y causen daño 
a un tercero, habida cuenta de la interpretación amplia que se 
hace por la Jurisprudencia del precepto citado, y así lo indican, 
entre otras, las sentencias del Tribunal Supremo citadas.

En estos supuestos, como se establece, entre otras, en 
las Sentencias de la A.P. de Guadalajara de 24 de enero de 
2000, o León de 15 de noviembre de 2000, se produce una 
inversión de la carga probatoria, de tal manera que al actor le 
basta con acreditar la existencia de los daños y la relación de 
causalidad entre estos y el desprendimiento, fuga o averías 
producidos en la propiedad del demandado, correspondiendo 
a éste acreditar, para eximirse de responsabilidad, que la fuga 
de agua y los daño de ella derivados no le es imputable, por 
haber ocurrido debido a acciones u omisiones de terceros, 
caso fortuito o fuerza mayor.

Cuarto. Pues bien, a la vista de la prueba practicada, es 
necesario desestimar la excepción de falta de legitimación ac-
tiva, al amparo del interrogatorio de la demandada practicado 
en sede judicial por la vía del art. 304 de la LEC, quedando 
debidamente acreditado que es la propietaria de la citada vi-
vienda, así como conocedora de las filtraciones de su vivienda, 
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causante de los daños al asegurado de la entidad actora; pues 
bien, especialmente por el informe pericial elaborado por la 
entidad actora, aportado a las actuaciones como documento 
núm. dos de la demanda, ha de estimarse que concurren los 
requisitos anteriormente señalados para que la demanda pros-
pere, ya que, acreditada la existencia de los daños, conforme a 
la doctrina anteriormente señalada, se produce una inversión 
de la carga de la prueba, debiendo la demandada haber acre-
ditado que tal filtración de agua, y consecuentes daños, no 
le es imputable, lo cual no acontecido, ya que la demandada 
se ha limitado a reconocer que conocía la existencia de tales 
filtraciones, siendo aquí de aplicación lo señalado en la Sen-
tencia de la A.P. de Málaga de 31 de julio de 2001, conforme 
a la cual, la falta de concreción del motivo por el que se haya 
producido la filtración causante de los daños, no puede causar 
indefensión al perjudicado, y, sin perjuicio del derecho que le 
pueda asistir para repetir posteriormente, en su caso, contra 
alguno o alguno de los comuneros si el daño fuere imputable 
a estos. El informe pericial aportado a las actuaciones es claro 
y conciso al afirmar que «Los daños se han producido por las 
abundantes filtraciones de agua al interior de la vivienda, te-
niendo su origen en la rotura de la tubería de alimentación 
vista del inodoro del cuarto de baño de la vivienda colindante 
superior a la del asegurado».

En consecuencia, procede condenar a los demandados a 
abonar a la actora la cantidad de 1.520 euros, más los intere-
ses legales y costas.

Quinto. De conformidad con lo dispuesto en el art. 576 
de la LEC desde que fuere dictada en primera instancia, toda 
sentencia o resolución que condene al pago de una cantidad 
de dinero líquida determinará, a favor del acreedor, el devengo 
de un interés anual igual al del interés legal del dinero incre-

mentado en dos puntos o el que corresponda por pacto de las 
partes o por disposición especial de la ley; razón por la cual 
procede condenar a la demandada a abonar el interés legal de 
la cantidad adeudada.

Sexto. De conformidad con lo dispuesto en el art. 394 
LEC, procede condenar en costas a los demandados.

Vistos los preceptos legales citados, los invocados por las 
partes y demás de general y pertinente aplicación,

F A L L O

Que estimando íntegramente la demanda interpuesta por 
la entidad Segurcaixa, S.A., de Seguros y Reaseguros contra 
doña Isabel Rives Moreno y frente a la Compañía de Seguros 
Zurich, debo condenar y condeno a éstos a abonar al actor la 
cantidad de 1.520 euros, más los intereses legales, con ex-
presa condena en costas a los demandados.

Contra esta Sentencia podrá interponerse ante este Juz-
gado recurso de apelación en el plazo de cinco días a contar 
desde su notificación.

Así por esta mi Sentencia, de la que se expedirá testimo-
nio para su unión a los autos, lo pronuncio, mando y firmo.

Publicación. La anterior Sentencia ha sido dada, leída 
y publicada por el Sr. Juez que la suscribe hallándose cele-
brando audiencia pública en el día de su fecha. Doy fe.

Y con el fin de que sirva de notificación en forma a la 
demandada, Isabel Rives Moreno, extiendo y firmo la presente 
en San Roque, a cuatro de diciembre de dos mil siete.- El/La 
Secretario. 
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5.  Anuncios

5.1.  Subastas y concursos de obras, suministros y servicios públicos

 CONSEJERÍA DE JUSTICIA
Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

RESOLUCIÓN de 14 de diciembre de 2007, de 
la Secretaría General Técnica, por la que se anun-
cia la contratación del servicio que se indica. (PD. 
5586/2007).

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Justicia y Administración Pú-

blica.
b) Dependencia que tramita el expediente: Servicio de 

Contratación.
c) Número de expediente: 1525/07.
2. Objeto del contrato.
Descripción del objeto: «Análisis y auditoría de seguridad 

de las plataformas, aplicaciones e infraestructuras de adminis-
tración electrónica de la Consejería de Justicia».

a) División por lotes y número: No.
b) Lugar de ejecución: Ver anexo pliego de cláusulas admi-

nistrativas particulares.
c) Plazo de ejecución: 10 meses desde la firma del con-

trato.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Anticipada.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.
4. Presupuesto base de licitación.
Importe total: Ciento cuarenta mil euros (140.000,00 €).
5. Garantía provisional: No se exige.
6. Obtención de documentación e información.
a) Entidad: Consejería de Justicia y Administración Pú-

blica. Secretaría General Técnica. Servicio de Contratación.
b) Domicilio: Plaza de la Gavidia, 10.
c) Localidad y Código Postal: 41071, Sevilla.
d) Teléfono: 955 031 960.
e) Telefax: 955 031 801.
f) Fecha límite de obtención de documentos e informa-

ción: La del cierre de admisión de ofertas, inclusive, de 9,00 a 
14,00 horas, todos los días hábiles.

7. Requisitos específicos del contratista: Ver Pliego de 
Cláusulas Administrativas Particulares.

8. Presentación de las ofertas.
a) Fecha límite de presentación: Hasta las veinte horas 

del decimoquinto día siguiente a la publicación de este anun-
cio. Si éste fuera sábado, domingo o festivo, se trasladará al 
siguiente día hábil.

b) Documentación a presentar: Dos sobres cerrados, con-
teniendo respectivamente la documentación general o admi-
nistrativa y la proposición económica y técnica, identificados 
en su exterior con indicación de la denominación y número del 
expediente contrato de suministro y firmado por el licitador o 
la persona que lo represente, e indicación del nombre y apelli-
dos o razón social, domicilio, teléfono y fax del licitador.

c) Lugar de presentación:

1. Entidad: Consejería de Justicia y Administración Pú-
blica.

2. Domicilio: Plaza de la Gavidia, 10.
3. Localidad y Código Postal: Sevilla, 41071.
4. Si el licitador presentara su oferta por correo, estará 

obligado a comunicar dicho envío al órgano gestor mediante 

fax, telegrama o correo electrónico, a la dirección siguiente: 
patriciam.rodrigo@juntadeandalucia.es, dentro del plazo otor-
gado en el apartado 8.a) de este anuncio, requisito sin el cual 
quedará excluido de la licitación. En el supuesto de anuncio 
por correo electrónico, solamente será válido en el plazo otor-
gado en el apartado 8.a), de este anuncio, si existe constancia 
de la transmisión y recepción, de sus fechas y del contenido 
íntegro de las comunicaciones y se identifica fidedignamente 
al remitente y al destinatario.

d) Plazo durante el cual el licitador estará obligado a man-
tener su oferta: Tres meses.

e) Admisión de variantes: No.
9. Apertura de las ofertas.
a) Entidad: Consejería de Justicia y Administración Pú-

blica. Secretaría General Técnica. Servicio de Contratación.
b) Domicilio: Plaza de la Gavidia, 10.
c) Localidad: Sevilla, 41071.
d) Fecha: A las 10,00 horas del 31 de enero de 2008.
10. Otras informaciones: Las ofertas deberán presentarse 

en español. Celebrada la reunión de la Mesa de Contratación, 
al objeto de examinar la documentación administrativa, se 
concederá un plazo de subsanación máximo de tres días. A 
tal efecto, en el tablón de anuncios del Registro General, sito 
en Plaza de la Gavidia, núm. 10, de Sevilla, se publicarán los 
defectos observados en la documentación administrativa pre-
sentada por los licitadores.

11. Gastos de anuncios: El presente anuncio y demás 
gastos de difusión del concurso serán por cuenta del adjudi-
catario, cuyo importe máximo es de dos mil euros (2.000,00 
euros).

12. Fecha de envío de anuncio al diario oficial de las co-
munidades europeas: No procede.

13. Página web de información: http://www.juntadeanda-
lucia.es, seleccionando Consejería de Justicia y Administración 
Pública.

Sevilla, 14 de diciembre de 2007.- El Secretario General 
Técnico, Alfredo Segura Vinuesa. 

 RESOLUCIÓN de 14 de diciembre de 2007, de la 
Secretaría General Técnica, por la que se anuncia la con-
tratación del servicio que se indica. (PD. 5585/2007).

1. Entidad adjudicadora.
a) Organismo: Consejería de Justicia y Administración Pú-

blica.
b) Dependencia que tramita el expediente: Servicio de 

Contratación.
c) Número de expediente: 1508/07.
2. Objeto del contrato.
Descripción del objeto: «Asistente virtual para la central 

de atención y relaciones con la central de atención y relacio-
nes con la Administración Andaluza».

a) División por lotes y número: No.
b) Lugar de ejecución: Ver Anexo Pliego de Cláusulas Ad-

ministrativas Particulares.
c) Plazo de ejecución: 9 meses desde la firma del contrato.
3. Tramitación, procedimiento y forma de adjudicación.
a) Tramitación: Anticipada.
b) Procedimiento: Abierto.
c) Forma: Concurso.


